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PRESENTACIÓN

			El presente libro tiene como objeto de estudio el régimen tributario de la actividad económica. La concreción de dicho objeto y de los estudiantes a los que va dirigido nos ha permitido elaborar un manual específico para el estudio del régimen fiscal de la empresa. Teniendo en cuenta que la asignatura que se dedica específicamente a esta materia se encuentra normalmente en los planes de estudio de titulaciones no jurídicas se ha considerado conveniente introducir una primera lección en la que se analizan conceptos básicos de Derecho Tributario, para suplir las carencias que derivan de la falta de estudio de la parte general de la disciplina en tales titulaciones. La parte central del libro está constituida por las lecciones relativas a los impuestos más importantes que gravan la actividad empresarial: Impuesto sobre Sociedades, Impuesto sobre el Valor Añadido e Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. Mientras que los dos primeros impuestos se analizan de forma sistemática y completa, en relación con el IRPF únicamente se desarrolla el estudio de los Rendimientos de las actividades económicas.

			Por otra parte, se incluye un material complementario constituido por casos prácticos resueltos y ejercicios de autoevaluación con la finalidad de complementar la formación que se obtiene a través del estudio de las lecciones teóricas. En este sentido, la utilización habitual de estos casos resueltos por los estudiantes va a permitir una mejor comprensión de la materia objeto de estudio, en la medida en que en este ámbito la teoría no puede entenderse sin la práctica, ni viceversa. Además, el formato virtual permite la incorporación prácticamente ilimitada de casos prácticos, incluso en relación con contenidos no tratados o analizados de forma breve en el libro. Por su parte, los ejercicios de autoevaluación están igualmente orientados a este mismo fin, pues más allá de permitir la valoración del grado de conocimiento del estudiante, han de ser concebidos como un medio de adquisición del mismo y como una importante ayuda para la comprensión de la materia.

			El estudio de las lecciones conjuntamente con este material complementario permitirá una formación más completa y adaptada a las necesidades individuales de cada estudiante, en el marco del nuevo paradigma de la enseñanza superior, en el convencimiento de que la evolución de los métodos docentes sólo es posible si se ponen a disposición de los estudiantes materiales que se adapten al nivel de exigencia y a las competencias que se pretenden alcanzar. El desarrollo de los nuevos métodos de aprendizaje y evaluación derivados de la implantación del EEES nos obligó a redoblar esfuerzos para adaptar los materiales y actividades docentes a estos fines, pues esta tarea debe constituir un paso previo y obligado para llevar a cabo otros objetivos más ambiciosos que se proponen para un cambio del modelo educativo. Esperamos que nuestro esfuerzo facilite a otros profesores la planificación y puesta en práctica de nuevas experiencias y estrategias docentes que los tiempos modernos nos imponen y que éstas sirvan al objetivo de mejorar el proceso de aprendizaje y formación de los estudiantes, si bien no hay que olvidar que el éxito de la formación universitaria depende en gran medida del esfuerzo y el trabajo constante de los estudiantes, que deben ser quienes asuman el protagonismo en la tarea de su propio aprendizaje.
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			LECCIÓN 1

			
CONCEPTOS BÁSICOS 
DE DERECHO TRIBUTARIO

			J. Pablo Martínez Gálvez

			
I. INTRODUCCIÓN

			El Derecho Tributario constituye la parte del Derecho Financiero que contiene el conjunto de normas jurídicas que disciplinan los ingresos de derecho público, entre los que destaca como categoría fundamental el tributo, que representa el instrumento coactivo más importante que la Administración destina a generar los recursos necesarios para sufragar los gastos públicos.

			En particular, debemos prestar especial atención a la teoría del tributo, con el objeto de conocer el conjunto de normas jurídicas que regulan las obligaciones tributarias de pago y las formales, que representan el aspecto material o sustantivo del Derecho Tributario. Entre ellas, las normas relativas al nacimiento de la obligación tributaria, a su contenido y a los obligados tributarios, así como las que se destinan a la cuantificación de la deuda y a los modos de extinción de la misma. El Derecho Tributario, sin embargo, no se agota en este aspecto. También regula los procedimientos de aplicación de los tributos, a través de los cuales la Administración hace exigible su derecho de crédito y los administrados cumplen con su obligación de pago, que constituyen su aspecto formal o adjetivo.

			Ambas perspectivas enmarcan el contenido de la relación jurídico-tributaria, de la que precisamente pueden derivarse obligaciones de diversa índole, materiales y formales, tanto para el sujeto activo o Administración pública, como para la persona obligada al pago de la deuda.

			La norma básica de estudio del contenido de este capítulo es la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria (LGT), que establece los principios y normas jurídicas generales del sistema tributario español.

			
II. CONCEPTO Y CARACTERÍSTICAS DEL TRIBUTO

			Los tributos son los ingresos públicos que consisten en prestaciones pecuniarias exigidas por una Administración pública, como consecuencia de la realización del supuesto de hecho al que la Ley vincula el deber de contribuir, con el fin primordial de obtener los ingresos necesarios para el sostenimiento de los gastos públicos.

			Así se expresa el artículo 2 LGT, fundamentando el deber de contribuir en función de la capacidad económica de cada individuo, en el cauce normal y adecuado por el que los ciudadanos contribuyen al sostenimiento de los gastos públicos. Estamos en presencia de obligaciones ex lege, que exige coactivamente un ente público y destina a sufragar los gastos públicos, lo que pone de relieve, además, su carácter contributivo.

			El tributo se presenta como un instrumento coactivo de recaudación, cuya configuración jurídica y normativa se realiza sin necesidad de que concurra la voluntad del sujeto. Ni el nacimiento de la obligación tributaria, ni el pago de la deuda que de la misma se deriva son actos voluntarios, puesto que una vez realizado el supuesto de hecho que la Ley determina (la obtención de renta, la titularidad de un patrimonio o el consumo) el obligado tributario debe cumplir materialmente con su obligación de pago.

			Aunque la finalidad esencial del tributo sea la contributiva, no puede obviarse la importancia que tiene como instrumento de política económica general, o de política sanitaria o industrial, o como medio dirigido a la redistribución de la renta, o a la protección del medio ambiente a través de los llamados tributos ecológicos. En otras palabras, aunque la finalidad básica sea la recaudatoria y contributiva, los tributos pueden servir a un propósito diferente, superior del estrictamente recaudatorio y contributivo. Se trata, en definitiva, de la finalidad extrafiscal del tributo.

			
III. CATEGORÍAS TRIBUTARIAS

			La LGT clasifica el tributo en tres categorías: la tasa, la contribución especial y el impuesto. Las tres poseen naturaleza tributaria, aunque cada una presenta sus propias características. El elemento básico y sustancial que las diferencia es el hecho imponible.

			
1. Las tasas


			Las tasas son la categoría tributaria cuyo hecho imponible consiste en la utilización privativa o aprovechamiento especial del dominio público, en la prestación de servicios o realización de actividades en régimen de Derecho público que se refieran, afecten o beneficien de modo particular al obligado tributario, cuando se produzca cualquiera de las circunstancias siguientes:

			La primera, que los servicios o actividades no sean de solicitud o de recepción voluntaria para los administrados u obligados tributarios. A estos efectos no se considerará voluntaria la solicitud cuando venga impuesta por disposiciones legales o reglamentarias, así como cuando los bienes, servicios o actividades requeridos sean imprescindibles para la vida privada o social del solicitante.

			La segunda, que no se presten o realicen por el sector privado, esté o no establecida su reserva a favor del sector público conforme a la normativa vigente. Lo relevante es que el servicio sea de titularidad pública, y no que se preste directamente por el ente público o en régimen de concesión.

			La doctrina tradicional ha definido la tasa como instrumentos tributarios adecuados para financiar el coste corriente de los servicios públicos de carácter divisible, es decir, con beneficiarios o usuarios directamente identificables uno por uno. De modo que, a diferencia de los impuestos, se inspiran en el principio del beneficio, según el cual el coste de los servicios debe satisfacerse total o parcialmente mediante una prestación exigida a sus usuarios.

			La reciprocidad que concurre en las tasas y la presencia del principio de beneficio o equivalencia no impiden que su fundamento, al igual que en otras categorías tributarias, sea el de la capacidad económica.

			Aunque la esencia de esta categoría tributaria se encuentra en la relación sinalagmática que existe entre la Administración y el administrado, que permite, por tanto, calificarse de contraprestación, es necesario tener en cuenta la importancia del principio de capacidad económica como uno de los principios rectores del sistema fiscal español, lo que significa que también deberá ser tenido en cuenta por el legislador al diseñar las diferentes tasas vigentes en nuestro sistema.

			Las tasas pueden ser establecidas por los entes públicos en los tres niveles territoriales en los que ejercen sus competencias: el Estado [Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos (LTPP)], las CC.AA. (leyes específicas dictadas por cada autonomía) y las Corporaciones Locales (arts. 20 a 27 TRLHL).

			Por último, se hace preciso delimitar esta categoría tributaria de los precios públicos. Como se extrae de la definición ofrecida por la LGT, cuando el servicio prestado por la Administración no sea de solicitud obligatoria para el contribuyente, ni se preste en régimen de monopolio, se podrá exigir un precio público (arts. 24 y 41 TRLHL).

			La posición de los entes acreedores es la misma que ostentan con respecto a los demás ingresos de derecho público, lo que supone que estén investidos de las cualidades de ejecutoriedad de los créditos y de presunción de legalidad de sus actuaciones. Sin embargo, aun siendo ingresos de naturaleza pública, no están sometidos al principio de reserva de ley al que se refiere el artículo 31.3 CE, puesto que no son prestaciones coactivamente impuestas, sino que tienen un carácter negocial o contractual.

			Su peculiaridad más significativa se encuentra en su cuantificación, que ha de hacerse como mínimo por los costes económicos originados por la realización de las actividades o prestación de los servicios a un nivel que resulte equivalente a la utilidad derivada de los mismos. Todo ello sin perjuicio de la posibilidad de una contraprestación inferior cuando existan razones benéficas, culturales o de interés público (arts. 26 LTPP y 44 TRLHL).

			
2. Las contribuciones especiales


			Las contribuciones especiales son aquellos tributos cuyo hecho imponible consiste en la obtención por el obligado tributario de un beneficio o de un aumento de valor de sus bienes, como consecuencia de la realización de obras públicas o del establecimiento o ampliación de servicios públicos. La capacidad económica que fundamenta el gravamen de esta categoría tributaria consiste en el beneficio o aumento en el valor de los bienes, generalmente inmuebles, que obtienen los obligados a pagar el tributo como consecuencia directa de la realización de obras públicas o establecimiento o ampliación de servicios públicos.

			El establecimiento de las contribuciones especiales es potestativo y no obligatorio. Los sujetos pasivos contribuyentes son las personas especialmente beneficiadas por la realización de las obras, o por el establecimiento o ampliación de los servicios que originen la obligación de contribuir. La base imponible estará constituida, como máximo, por el 90 por 100 del coste que la entidad soporte por la realización de las obras públicas. Por su parte, la cuota tributaria se determina en función del coste de las obras y del presumible beneficio de los sujetos beneficiados.

			Las contribuciones especiales, al igual que la tasa, se basan también en el principio del beneficio. En ambos tributos interviene el sector público, y se convierten en medios tributarios tendentes a obtener recursos que redundan en la esfera municipal y provincial. No obstante, mientras que las contribuciones especiales se destinan fundamentalmente a cubrir los costes de primer establecimiento del servicio o inversiones, la tasa se destina al mantenimiento del servicio, es decir, a cubrir los gastos corrientes.

			Además, en las tasas, la capacidad económica gravada proviene de una actividad administrativa que afecta a una persona concreta, obligada a satisfacer el tributo, como puede ser el propietario de una cafetería que solicita la utilización de la vía pública para colocar sus mesas. En las contribuciones especiales, por el contrario, la actividad administrativa que fundamenta la exacción del tributo, aunque también beneficia a los obligados al pago, no se agota en ellos, sino que presenta una dimensión general y amplia a favor de una serie determinada de ciudadanos a los que afecta directamente la obra realizada o el servicio prestado, como podría ser, entre otros muchos, el asfaltado de las calles, las instalaciones eléctricas o los saneamientos.

			
3. Los impuestos. Concepto y clasificación


			Son impuestos los tributos exigidos sin contraprestación, por tratarse de obligaciones de pago que derivan directamente de la Ley, como se desprende del artículo 31.1 CE cuando establece que «todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de conformidad con su capacidad económica […]».

			El hecho imponible del impuesto está constituido por negocios, actos o hechos que ponen de manifiesto la capacidad del contribuyente, como consecuencia de la posesión de un patrimonio, la circulación de los bienes o la adquisición o gasto de la renta.

			Son tributos cuyo hecho imponible se configura al margen de toda referencia a los servicios o actividades de la Administración pública. Se caracteriza por servir de instrumento necesario para financiar los gastos públicos sin un destinatario concreto. Se basa en el criterio de la capacidad económica, que legitima suficientemente la exacción del tributo.

			Los rasgos que definen y caracterizan a esta categoría tributaria, se pueden sintetizar en los siguientes.

			En primer lugar, es una carga pecuniaria y su pago, salvo excepciones, no se podrá satisfacer en especie.

			En segundo lugar, se destinan a la cobertura de necesidades generales, sin constituir una contraprestación por un servicio especial ni por la obtención de un beneficio particular. Este rasgo definitorio es el que, precisamente, determina la distinción respecto a las otras dos categorías tributarias.

			En tercer lugar, la deuda tributaria ha de establecerse por una entidad pública y destinarse a la cobertura de necesidades generales, lo que la diferencia de otros ingresos públicos como las indemnizaciones, las multas o el pago de intereses.

			Los impuestos pueden clasificarse en directos e indirectos, subjetivos y objetivos, personales y reales, así como en instantáneos o periódicos.

			3.1. Impuestos directos e indirectos


			Conforme a la concepción jurídica y económica de esta clasificación, tradicionalmente utilizada por los Presupuestos Generales del Estado cuando ordenan los ingresos públicos, impuestos directos son aquellos en los que se establece la obligación de pago a cargo de una persona sin concederle el derecho a resarcirse o a repercutirlo a otra, al margen de la relación jurídica tributaria. Son aquellos que gravan la renta o el capital, en cuanto que constituyen manifestaciones directas de riqueza, como ocurre en el IRPF, ISD o IS.

			Por el contrario, impuestos indirectos son aquellos en los que la ley faculta al obligado al pago a obtener de otra persona, fuera del círculo de la relación jurídica, el reembolso del impuesto pagado, y gravan manifestaciones indirectas de riqueza, como son los actos del consumo general, gravados por el IVA, o de consumos específicos, gravados adicionalmente por los IIEE.

			3.2. Impuestos subjetivos y objetivos


			Son subjetivos aquellos impuestos que toman en consideración las circunstancias personales y familiares del sujeto obligado al pago, para cuantificar la deuda tributaria, como sucede en el IRPF. Por el contrario, impuestos objetivos son aquellos que gravan una determina riqueza, sin tener en cuenta la situación personal del sujeto pasivo. Tal es el caso, por ejemplo, del IS o del ITPAJD.

			3.3. Impuestos personales y reales


			Los impuestos personales tienen como fundamento un presupuesto objetivo, que solo puede concebirse por referencia a una persona determinada, que permite considerar la capacidad económica de la misma de un modo global con respecto a una manifestación de riqueza. Como índice de riqueza o de capacidad económica, la renta no puede gravarse de forma aislada, sino en relación directa con la persona que la ha obtenido, siendo precisamente ésta la que soportará la carga tributaria. Tal circunstancia sucede en los impuestos personales que gravan la renta de las personas físicas y jurídicas.

			Por su parte, los impuestos reales son aquellos que someten a tributación una manifestación de riqueza que puede ser gravada sin ponerla en relación directa con una determinada persona (el IVA o los IIEE).

			3.4. Impuestos periódicos e instantáneos


			Son periódicos aquellos impuestos en los que el presupuesto de hecho o hecho imponible, es un estado o estado de cosas que se repite en el tiempo de una forma permanente y constante. En tales impuestos es del todo fundamental determinar el período temporal a lo largo del cual debe considerarse realizado el hecho imponible, al que se denomina período impositivo.

			Son impuestos instantáneos aquellos en los que el presupuesto de hecho consiste en una acción, en un acto aislado y único que se agota en sí mismo. El hecho imponible se realiza y perfecciona en el mismo momento en el que se realiza la operación, como sucede con las transacciones mercantiles, gravadas en cada una de ellas por el IVA.

			
IV. LA RELACIÓN JURÍDICA TRIBUTARIA Y LAS OBLIGACIONES TRIBUTARIAS

			La relación jurídica tributaria es la relación que se establece entre el sujeto que realiza el hecho imponible u obligado tributario principal y la Hacienda Pública, sea cual sea el ámbito territorial, estatal, autonómico o local, en el que desarrollen sus competencias. El contenido de la relación tributaria está constituido tanto por las obligaciones materiales como por las formales originadas por la realización del hecho imponible. Sin embargo, el artículo 17 LGT no establece un concepto categórico, sino tan solo una formulación básica según la cual la relación jurídica tributaria es el «conjunto de obligaciones y deberes, derechos y potestades originadas por la aplicación de los tributos».

			Conforme a esta definición, cuando un particular realiza el hecho imponible de un tributo se origina una relación entre la Hacienda Pública y éste, quien pasa a ser considerado sujeto pasivo (a título de contribuyente) de la relación jurídica. Esta relación tiene un contenido económico, la obligación tributaria, y es una obligación ex lege, según la cual el sujeto pasivo está obligado a satisfacerla.

			De lo señalado se deduce que la relación jurídica tributaria es una relación compleja en la que, junto a la obligación tributaria principal o pago del tributo, coexisten otras muchas que incumben no solo a los obligados tributarios sino también a la Administración (arts. 19 a 33 LGT).

			En relación con los obligados tributarios y sus obligaciones materiales o de pago, se hace preciso destacar, por un lado, la obligación principal, cuyo objeto es el pago de la cuota tributaria que corresponde asumir al sujeto que haya realizado el hecho imponible (arts. 19 y 20 LGT), y por otro, como obligación autónoma e independiente, la obligación de realizar pagos a cuenta de la principal, que son las cantidades que los obligados a realizar pagos fraccionados, los sujetos que deben retener o ingresar a cuenta ingresan a la Administración durante el período impositivo, generalmente con anterioridad al devengo del hecho imponible (art. 23 LGT).

			La materialización práctica de las obligaciones accesorias a cuenta de la principal se logra a través de otras normas que obligan a determinados particulares a colaborar activamente en la gestión tributaria, ya sea repercutiendo el impuesto o las cuotas de IVA correspondiente, ya sea practicando retenciones o ingresos a cuenta (art. 24 LGT).

			Los obligados tributarios deberán asumir, en determinadas circunstancias, otras obligaciones de pago accesorias a la principal, como son el abono de intereses de demora y los recargos de extemporaneidad y del período ejecutivo (art. 25.1 LGT), no considerándose como obligaciones accesorias del pago a las sanciones (art. 25.2 LGT).

			El interés de demora, regulado en el artículo 26 LGT, se devenga siempre que exista un retraso en el pago de la deuda tributaria o del cobro indebido de una devolución, salvo que la LGT lo excluya expresamente. No requiere, además, declaración de culpabilidad del obligado tributario ni previo requerimiento de la Administración. Se calcula sobre la cantidad no ingresada en plazo, salvo los casos de aplazamiento o fraccionamiento de la deuda, o sobre la cuantía de la devolución improcedentemente cobrada. El interés de demora será el interés legal del dinero vigente en el período, incrementado en un 25 por 100, salvo que la LPGE fije otro diferente.

			Los recargos de extemporaneidad se satisfacen por la presentación de declaraciones o autoliquidaciones fuera de plazo, aunque sin que haya requerimiento previo de la Administración. Son presentaciones espontáneas.

			Tales recargos son compatibles con los recargos del período ejecutivo, aunque excluyen la aplicación de sanciones e intereses de demora, siempre que el retraso no exceda de un año.

			Conforme a lo dispuesto por el artículo 27 LGT, los recargos por extemporaneidad, que se aplican sobre el importe dejado de ingresar, se vinculan al período que transcurre desde la finalización del plazo voluntario de pago, incrementándose el mismo cuando se amplía aquel período. En particular, el recargo será un porcentaje igual al 1 por 100 más otro 1 por 100 adicional por cada mes completo de retraso desde que se presente la declaración respecto al término del período voluntario, sin intereses de demora hasta que haya transcurrido el período de 12 meses de retraso (es decir, si se efectúa la presentación de la declaración-liquidación extemporánea trascurridos, por ejemplo, 11 meses y 16 días desde el vencimiento del plazo, el recargo será del 12 por 100. Cuando el período transcurrido exceda de 12 meses, el recargo se sitúa en el 15 por 100 más intereses de demora.

			Asimismo, cabe destacar la posibilidad de exonerar la aplicación de los recargos por extemporaneidad cuando el obligado tributario regularice, mediante la presentación de una declaración o autoliquidación correspondientes a otros períodos impositivos, los mismo hechos y circunstancias regularizados por la Administración. A estos efectos, entre otros requisitos, el artículo 27.2 LGT requiere el:

			—Que la declaración o autoliquidación se presente en el plazo de 6 meses desde el día siguiente a aquél en que se notifique la liquidación o se entienda notificada.

			—Que de la regularización de la Administración no se derive la imposición de una sanción.

			Los recargos del período ejecutivo, por su parte, regulados en el artículo 28 LGT, se devengan con el inicio del período ejecutivo, básicamente, al día siguiente del plazo establecido por cada tributo para presentar la declaración tributaria y realizar el ingreso de la cuota resultante (art. 161 LGT). Iniciado, por tanto, el período ejecutivo, la LGT contempla tres tipos de recargos diferentes e incompatibles entre sí, aunque compatibles con los recargos de extemporaneidad. Son los que se indican:

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Recargo ejecutivo

						
							
							5 por 100 sin interés de demora

						
							
							(1)

						
					

					
							
							Recargo de apremio reducido

						
							
							10 por 100 sin interés de demora

						
							
							(2)

						
					

					
							
							Recargo de apremio ordinario

						
							
							20 por 100 más interés de demora

						
							
							(3)

						
					

				
			

			(1) Si antes de la notificación de la providencia de apremio se satisface el total importe de la deuda.

			(2) Si antes de finalizar el plazo establecido en la providencia de apremio (art. 62.5 LGT), se satisface el total importe de la deuda.

			(3) Si no concurren ninguna de las circunstancias anteriores.

			Los obligados tributarios deben igualmente cumplir con otras obligaciones tributarias de carácter formal, a través de las cuales se garantiza el cumplimiento de las obligaciones materiales. Son aquellas que, sin tener carácter pecuniario, se imponen a los obligados tributarios, sean o no deudores del tributo, y cuyo cumplimiento está relacionado con el desarrollo de los procedimientos tributarios o aduaneros. Sirvan como ejemplos, entre otros, el deber de colaboración o de información con la Administración Tributaria, la llevanza de contabilidad o de libros registros, la obligación de expedir o entregar facturas o la de presentar declaraciones censales (art. 29 LGT).

			En relación con el sujeto activo de la relación jurídico-tributaria o Administración Pública, la LGT les exige el cumplimiento de obligaciones materiales o de pago, entre las que expresamente cita las devoluciones que se derivan de la aplicación de las normas de los tributos, la devolución de ingresos indebidos, el reintegro de los costes de las garantías o el pago de intereses de demora (arts. 31 a 33 LGT).

			Por último, se hace preciso mencionar una peculiaridad de la obligación tributaria, respecto de otras obligaciones previstas en otros sectores de nuestro ordenamiento jurídico. Nos referimos a la indisponibilidad del crédito tributario (art. 18 LGT), lo que implica que la Administración, como acreedora del crédito, no solo no puede disponer del mismo, salvo que la ley establezca lo contrario, sino que tampoco puede aceptar el cambio de deudor, aunque el que se proponga sea más solvente que el principal, lo que pone de relieve que la ley obliga a la Administración a exigir el pago del tributo, precisamente, a aquel que determina la propia ley. Por tanto, los pactos que los particulares hagan al respecto tienen un alcance meramente privado, sin repercusión alguna en la relación jurídica tributaria (art. 17.4 LGT).

			
V. LA OBLIGACIÓN TRIBUTARIA PRINCIPAL: EL HECHO IMPONIBLE

			La obligación tributaria principal nace cuando el contribuyente realiza el supuesto de hecho al que la ley vincula el deber de contribuir o hecho imponible. Concepto fundamental, que se define por el artículo 20 de la LGT como el presupuesto que fija la ley para configurar a cada tributo y cuya realización origina el nacimiento de la obligación tributaria principal, de donde se extrae, primero, que su realización legitima la exigencia del ingreso tributario, segundo, que identifica a cada tributo, ya sea calificándolo como tasa, como contribución especial o como impuesto, y tercero, que sirve como indicador de la capacidad económica que se pretende someter a tributación.

			El hecho imponible consta de una estructura interna propia, integrada por el elemento material u objetivo, el subjetivo, el espacial y el temporal, a los que dedicamos las siguientes líneas.

			— El elemento material u objetivo coincide con la riqueza que se quiere someter a tributación, que se expresa y concreta a través de la realización de hechos, de negocios o actos que reflejan una manifestación de riqueza o de capacidad económica, ya sea como consecuencia de la obtención de renta, de la titularidad de un patrimonio o del consumo.

			— El elemento subjetivo hace referencia a la persona, física o jurídica, a quien la ley quiere someter a gravamen, precisamente, por ser el titular de la riqueza o de la capacidad económica que refleja el elemento material del hecho imponible, siendo especialmente importante en los tributos de naturaleza personal, como el IRPF o el IS. En estos tributos, si no es a través del sujeto que obtiene la renta, no puede gravarse la riqueza que incorpora el elemento material, siendo además aquél sujeto el que resulta ser efectiva y finalmente gravado.

			Por el contrario, la determinación de la riqueza que se quiere someter a gravamen y el sujeto a quien se quiere gravar, no se reflejan expresamente en la norma que regula el hecho imponible del tributo, sino que debe extraerse del estudio conjunto de la regulación normativa. Tal situación acontece, por ejemplo, en los impuestos especiales sobre determinados productos (como el tabaco, el alcohol o los hidrocarburos), cuyo hecho imponible es su fabricación, aunque lo que efectivamente grava es su consumo, como pone de relieve la posibilidad de repercutir la cuota tributaria a los consumidores.

			— El elemento espacial refleja el territorio en el que resulta de aplicación el tributo o el lugar donde se realiza el hecho imponible. Aspecto de indudable importancia que requiere tratar dos cuestiones.

			En primer lugar, es preciso determinar el espacio físico en el que las leyes que conforman el ordenamiento tributario despliegan todos sus efectos, para lo que resulta significativo acudir a lo dispuesto por el artículo 1 de la LGT, en cuya virtud se dispone que la misma establece los principios y las normas jurídicas generales del sistema tributario, y se aplicarán a todas las Administraciones, sin perjuicio de los dispuesto en las leyes que aprueban el convenio o concierto económico de la Comunidad Foral de Navarra y de los Territorios Históricos del País Vasco.

			En segundo lugar, determinar qué hechos comprende la norma y a quiénes incumbe. Es significativo en este sentido lo dispuesto por el artículo 11.1 de la LGT, que dispone que «los tributos se aplicarán conforme a los criterios de residencia o territorialidad que establezca la ley en cada caso». Se trata, en definitiva, de establecer los llamados puntos de conexión.

			Los criterios de sujeción a los tributos han sido los siguientes. El criterio de la personalidad, conforme al cual las leyes tributarias se aplican a todos los ciudadanos de nacionalidad española, sea cual sea su lugar de residencia y el lugar en el que realice los hechos gravados. Este criterio, sin embargo, no se utiliza en nuestro sistema tributario. El criterio que predomina es el de la residencia efectiva, siempre que el gravamen recaiga sobre personas físicas o jurídicas y el tributo sea de naturaleza personal.

			La LGT contempla también el criterio de la territorialidad, que se aplica en el resto de los tributos que integran el sistema impositivo, como son el IVA o los IIEE.

			En definitiva, mientras que la residencia mira hacia las personas físicas o jurídicas, la territorialidad lo hace solo a los bienes o derechos. Es por ello que, de acuerdo con el principio general de territorialidad, las normas tributarias se apliquen a todas las situaciones que acontezcan en territorio español, mientras que el de residencia se aplica a los tributos de naturaleza personal e implica que la sujeción al impuesto se produzca cuando los obligados sean residentes en España, aunque la situación que dé lugar al gravamen no se genere en territorio español.

			— El elemento temporal o devengo. Las leyes reguladoras de los tributos asocian el nacimiento de la obligación tributaria a la realización del hecho imponible. Por ello es imprescindible que la Ley fije en qué momento se entiende realizado el mismo (art. 21.1 LGT). El devengo del tributo, por tanto, es el momento en el que, por entenderse perfeccionado el hecho imponible, nace la obligación y resulta exigible el crédito tributario.

			
VI. LA EXENCIÓN Y LA NO SUJECIÓN

			El hecho imponible se configura positivamente generando los supuestos de sujeción, que provocan el nacimiento de la obligación tributaria, o negativamente creándose en tales casos los supuestos de no sujeción (art. 20.2 LGT), que no son más que hechos, actos o situaciones que pudiendo tener apariencia de hecho imponible, no lo son.

			Los supuestos de no sujeción, sin embargo, no pueden confundirse con los supuestos de exención, en los que se realiza el hecho imponible, aunque la ley exime del cumplimiento de la obligación tributaria (art. 22 LGT). En cualquier caso, la consecuencia práctica es la misma: la ausencia de gravamen.

			La exención podrá ser rogada o automática, así como total o parcial, según se refiera a la totalidad de la deuda, o solo a una parte de la misma. La exención será rogada cuando el contribuyente deba solicitar de la Administración su aplicación, y automática cuando opera de forma directa por causa de la Ley, y no requieren, por tanto, solicitud previa del contribuyente.

			Por su parte, la exención parcial delimita negativamente la esfera de la imposición, generalmente, minorando la carga tributaria que el sujeto debe asumir. En tales circunstancias estamos en presencia de una bonificación, reducción o deducción, según la propia terminología legal de cada figura integrante del sistema tributario. Por el contrario, la exención total obstaculiza al hecho imponible e impide que nazca la obligación tributaria.

			La exención total o propiamente dicha, puede desplegar sus efectos tanto sobre el elemento material del hecho imponible, en cuyo caso estamos ante la exención objetiva, como sobre el elemento subjetivo del hecho imponible, surgiendo entonces la exención subjetiva.

			
VII. LOS OBLIGADOS TRIBUTARIOS

			Los obligados tributarios son aquellos sujetos a quienes se les aplica el ordenamiento tributario, soportando, por tanto, la obligación de pago y/o la de cualquier otro deber relacionado con la aplicación de los tributos. En otras palabras, son las personas físicas o jurídicas y las entidades a las que se impongan obligaciones tributarias, en los términos a los que se refiere el artículo 35 LGT, de ahí que se puedan clasificar en dos grandes grupos. Los obligados al pago del tributo, que soportan un deber de contenido pecuniario, y los demás obligados, cuyos deberes son básicamente de carácter formal.

			
1. Los sujetos pasivos: contribuyente y sustituto


			El sujeto pasivo es el obligado tributario que, según la ley, debe cumplir la obligación tributaria principal, así como las obligaciones formales inherentes a la misma, sea como contribuyente o como sustituto del mismo, añadiéndose que no perderá la condición de sujeto pasivo quien deba repercutir la cuota tributaria a otros obligados, salvo que la ley de cada tributo disponga otra cosa (art. 36.1 LGT).

			Este último inciso hace referencia a la llamada traslación jurídica de la cuota tributaria. En tales casos, la capacidad que realmente se quiere gravar es la del consumidor final de los bienes y de los servicios (es el hecho imponible real), y no la de quien aparece como tal en la definición formal del hecho imponible (es el hecho imponible normativo).

			Quien aparece como sujeto pasivo en el IVA, es el empresario o el profesional que realiza el hecho imponible (entregar bienes o prestar servicios), aunque el impuesto grava el consumo. Por tanto, quien vende bienes o presta servicios deberá repercutir la cuota tributaria que corresponda a quien los adquiera o reciba, los cuales están obligados a soportar la repercusión. Pero el que repercute será siempre contribuyente y, por tanto, deudor principal; no pierde su condición ni elimina sus obligaciones por el hecho de trasladar la cuota tributaria a lo largo del proceso económico o productivo a terceros adquirentes.

			El contribuyente es el sujeto pasivo por antonomasia, por ser quien realiza el hecho imponible y, por tanto, quien debe cumplir con la obligación tributaria principal: pagar la deuda (art. 36.2 LGT).

			Por su parte, el sustituto es «el sujeto pasivo que, por imposición de la Ley y en el lugar del contribuyente, está obligado a cumplir la obligación tributaria principal, así como las obligaciones formales inherentes a la misma. El sustituto podrá exigir del contribuyente el importe de las obligaciones tributarias satisfechas, salvo que la ley señale otra cosa» (art. 36.3 LGT).

			Las notas que caracterizan la figura del sustituto y su posición en la relación jurídica tributaria pueden sintetizarse en las siguientes:

			— El sustituto es un sujeto pasivo, igual que lo es el contribuyente.

			— Su existencia debe ser establecida por ley.

			— No realiza el hecho imponible, aunque guarda una estrecha relación con él. De hecho, el sustituto se coloca en el lugar del contribuyente ocupando su posición frente a la Administración acreedora. En este sentido, queda obligado al cumplimiento de las obligaciones tributarias materiales y formales del contribuyente.

			— El presupuesto de hecho de la sustitución no pone de manifiesto la capacidad económica que pretende ser gravada por el tributo. Sus funciones en el sistema son la de facilitar las tareas recaudatorias y, por ende, garantizar el pago del tributo.

			— El sustituto puede exigir el pago realizado mediante la repercusión o la retención de dicha deuda al contribuyente (art. 36.3, 2.º párrafo).

			
2. La solidaridad tributaria


			La concurrencia de dos o más personas en la realización del hecho imponible determina que todos queden obligados solidariamente frente a la Hacienda Pública. Nos encontramos ante la llamada solidaridad tributaria, prevista en el artículo 35.6 LGT.

			No debe, sin embargo, confundirse la figura de la solidaridad tributaria con la de la responsabilidad solidaria. La diferencia sustancial se encuentra en la posición que cada sujeto ocupa en la relación jurídica frente a la Hacienda Pública. Los sujetos que realizan el hecho imponible son contribuyentes solidarios, y deben cumplir con la obligación tributaria principal. El responsable solidario, por el contrario, no es contribuyente porque no realiza hecho imponible alguno. El supuesto fáctico realizado es diferente, aunque puede hacer efectiva la deuda tributaria.

			Los efectos de la solidaridad tributaria son los que siguen:

			— Cada sujeto solidario es deudor de la obligación tributaria total, pudiendo la Administración dirigirse contra cualquiera de ellos para hacer efectivo la totalidad de su derecho de crédito.

			— La solidaridad no solo alcanza la obligación de pagar la deuda, sino que también al resto de las prestaciones económicas y deberes formales que se derivan del hecho imponible.

			— Los actos de cualquiera de los coobligados surte efectos frente a los demás. El pago de la deuda por uno de ellos libera al resto frente a la Hacienda Pública, sin perjuicio del derecho del pagador a dirigirse contra los demás coobligados para exigirles la restitución de la parte.

			
3. Los obligados a realizar pagos a cuenta


			3.1. La figura del retenedor


			La figura del retenedor aparece regulada en el artículo 37.2 LGT, que lo define como «la persona o entidad a quien la Ley de cada tributo impone la obligación de detraer e ingresar en la Administración Tributaria, con ocasión de los pagos que deban realizar a otros obligados tributarios, una parte de su importe, a cuenta del tributo que corresponde a éstos».

			La deuda tributaria satisfecha por el retenedor en los términos definidos, es una obligación autónoma e independiente de la del sujeto pasivo, lo que supone que el retenedor satisface una deuda propia, aunque el contribuyente deba soportar la retención y, por tanto, tenga derecho a deducir su importe como pago a cuenta de su propia deuda, ya sea el IRPF o el IS.

			La obligación del retenedor de ingresar en la Hacienda Pública el importe de las retenciones practicadas, requiere, adicionalmente, el cumplimiento de obligaciones formales. Entre otras que se estudian más adelante, podemos citar, por ejemplo, la de comunicar al contribuyente el importe de las retenciones y de los ingresos a cuenta que se practiquen, indicándole el porcentaje aplicado, presentar declaraciones periódicas, trimestrales o mensuales, de las cantidades retenidas e ingresadas a cuenta, así como un resumen anual de las retenciones.

			Un aspecto importante a tener en cuenta es precisamente la ausencia de retención o la practicada por un importe inferior al debido legalmente. Cuando el retenedor incumple su obligación de retener, el contribuyente no tiene porqué realizar el ingreso de la retención. La razón es que las obligaciones de los sujetos pasivos y las del retenedor son diferentes y autónomas entre sí.

			Cuando sea la Administración la que descubre cantidades satisfechas sin retención o no sea posible demostrar la cuantía de la retención practicada, es decir, si la cantidad pagada es bruta o líquida, la Ley del IRPF (art. 99.5 Ley 35/2006) prevé la llamada elevación al íntegro. Ante esta situación, la Administración podrá computar como importe íntegro una cantidad que una vez restada de ella la retención procedente arroje la efectivamente percibida. La cantidad que el contribuyente podrá deducir de su cuota líquida será la diferencia entre lo realmente percibido y el importe íntegro obtenido como consecuencia de dicha operación.

			3.2. Los ingresos a cuenta y los pagos fraccionados


			Los obligados a practicar ingresos a cuenta son las personas o entidades que satisfacen rentas en especie o in natura (art. 37.3 LGT). En la medida que la retención sólo es posible aplicarla sobre rentas o pagos que se efectúen en dinero, el legislador tributario ha previsto la figura del ingreso a cuenta, que cumple exactamente la misma función que aquélla.

			En parecidos términos, junto a la retención y al ingreso a cuenta, el artículo 37.1 LGT contempla la figura del pago fraccionado, que incumbe realizar a quien la Ley de cada tributo impone la obligación de ingresar cantidades a cuenta de la obligación principal, con anterioridad a que resulte exigible. Básicamente corresponde a quienes desarrollen una actividad económica, sea cual sea su forma jurídica individual o social.

			
4. La repercusión


			La repercusión prevista en el artículo 38 LGT, o la traslación jurídica de la cuota a la que ya nos hemos referido, es la figura típica de la imposición indirecta, particularmente en el IVA y en los IIEE, de la que podemos destacar los siguientes aspectos:

			— El obligado a repercutir puede ser tanto una persona física como una persona jurídica, así como un ente sin personalidad jurídica, como es, por ejemplo, una comunidad de bienes.

			— El obligado a soportar la repercusión es el titular de la riqueza económica que pretende gravar el impuesto, aunque no soportan su carga directamente sino a través de la traslación de la cuota tributaria a lo largo del proceso económico o productivo.

			— El obligado a soportar la repercusión es ajeno a la relación jurídica entre sujeto pasivo y Hacienda Pública, de ahí que quede liberado de cualquier obligación formal que se derive del impuesto.

			— Los sujetos repercutidos son deudores frente a los sujetos pasivos, no frente a la Administración, de forma que cualquier controversia que pueda surgir se deberá solventar en la vía económica-administrativa.

			
5. Los sucesores de las personas físicas y de las personas jurídicas


			De conformidad con las reglas de Derecho Civil, todas las situaciones de crédito o deuda son transmisibles, ya sea por actos inter vivos como son una compraventa o una donación, o mortis causa, ya sea a través de una herencia o un legado. Sin embargo, en el ámbito tributario no existen diferencias sustanciales respecto de la transmisión por causa de muerte, aunque la sucesión inter vivos está prohibida.

			En los casos de transmisión mortis causa las deudas tributarias de personas físicas, como cualquier otra deuda, pasan a formar parte del pasivo de la herencia, de modo que se transmite a los herederos que sucedan al causante en la titularidad de su patrimonio, en los términos del artículo 39 LGT. No obstante, nunca responderán de las sanciones impuestas al causante, como consecuencia de la aplicación del principio de personalidad de la pena.

			En relación con los sucesores de las personas jurídicas, el artículo 40 LGT prevé un supuesto especial de transmisión de deudas tributarias, introducido en la LGT por la Ley 7/2012, de 29 de octubre, de modificación de la normativa tributaria y presupuestaria y de adecuación de la normativa financiera para la intensificación de las actuaciones en la prevención y lucha contra el fraude. Se trata de los supuestos en los que una sociedad haya sido disuelta y liquidada, tratándose de forma diferente según que la ley limite o no la responsabilidad patrimonial de los socios.

			Las deudas pendientes se transmiten a los socios, que responden solidariamente entre ellos hasta el límite del valor de la cuota de liquidación que se les hubiera adjudicado, si la Ley limita su responsabilidad, lo que sucede en las sociedades anónimas o limitadas, por ejemplo. En otro caso, los socios responderán solidariamente entre ellos por la totalidad de la deuda, lo que se sucede en las sociedades personalistas como las sociedades colectivas. En tales casos, además, se responde de las sanciones.

			En los casos de extinción o disolución de sociedades y entidades con personalidad jurídica, pero sin liquidación, las obligaciones tributarias se transmiten a quienes sucedan a aquéllas o sean beneficiarias de la correspondiente operación (apdo. 3 del art. 40). Si la sucesión recae sobre los bienes y derechos de fundaciones y entidades carentes de personalidad jurídica, las obligaciones tributarias pendientes se transmitirán a los destinatarios de los bienes y derechos.

			
6. Los responsables tributarios


			La figura de los responsables tributarios se regula en los artículos 41 al 43 LGT. Son obligados tributarios, pero no deudores principales sino terceros ajenos al hecho imponible, que, sin embargo, la Ley les coloca junto a los contribuyentes o sustitutos, con la finalidad de garantizar el cumplimiento de la obligación tributaria principal en caso de incumplimiento por el deudor principal. Así se expresa el artículo 41 LGT, en cuya virtud la Ley podrá declarar responsables de la deuda tributaria, junto a los sujetos pasivos, a otras personas, solidaria o subsidiariamente.

			Sobre la responsabilidad tributaria podemos destacar los siguientes extremos:

			— La responsabilidad ha de ser establecida siempre por Ley, pero si no se establece de forma expresa, la responsabilidad será subsidiaria.

			— Su posición deudora no deriva de la realización del hecho imponible, que corresponde en exclusiva al contribuyente, sino que proviene de la realización de otro presupuesto de hecho diferente que describe per se la responsabilidad. El responsable se coloca junto a los deudores principales, a los que no desplaza de la relación jurídica que mantienen con la Hacienda Pública.

			— Los responsables lo son de la obligación principal, pagar, no de las obligaciones formales del sujeto pasivo necesarias para su cumplimiento y satisfacción.

			— La responsabilidad alcanza la totalidad de la deuda, excluyéndose las sanciones (consecuencia del principio de personalidad de la pena, salvo que la responsabilidad provenga de un acto ilícito). Tampoco se responde de los recargos e intereses del deudor principal; dichos conceptos solo serán exigibles al responsable cuando no ingrese la deuda en «su período voluntario» de pago.

			— Para declarar la responsabilidad se requiere de un acto administrativo de derivación de la acción de cobro contra el deudor principal, que se dé audiencia al interesado, se declare su responsabilidad, se determine su alcance y se señale el período voluntario de pago de la deuda no ingresada por el deudor principal.

			— El responsable dispone de una acción de regreso contra los obligados principales, pero que solo se podrá ejercitar en el ámbito privado. Dicha acción se fundamenta en el principio general del Derecho de que no se admita el enriquecimiento injusto o sin causa.

			— La responsabilidad podrá ser solidaria y subsidiaria. La diferencia entre ambas figuras radica en que se haya agotado o no la acción de cobro contra el deudor principal. Si para dirigir la acción de cobro contra el responsable hay que esperar a la declaración de fallido del deudor principal, estaremos ante un supuesto de responsabilidad subsidiaria, en cuyo caso, el responsable es sujeto de un procedimiento diferente al que se sigue contra el deudor principal. En otro caso, sin necesidad de agotar la acción de cobro y, por tanto, sin necesidad de declarar fallido al deudor principal, el responsable solidario figura como deudor tributario en el mismo procedimiento que se sigue contra el sujeto pasivo.

			El artículo 42 LGT califica como responsables solidarios, entre otros, a los causantes o colaboradores activos en la comisión de una infracción tributaria, en cuyo caso aquélla alcanza a las sanciones, a los sucesores en la titularidad de explotaciones económicas, a los partícipes o cotitulares de las entidades a las que se refiere el artículo 35.4 LGT (sociedades civiles o comunidades de bienes, por ejemplo), o a los que incumplan las órdenes de embargo.

			Por su parte, el artículo 43 LGT señala como subsidiarios, entre otros, a los administradores de hecho o de derecho de personas jurídicas que hubiesen cometido una infracción o hubiesen cesado en su cargo, alcanzado en este caso solo a las obligaciones tributarias devengadas hasta el momento del cese, a las personas o entidades que contraten o subcontraten la ejecución de obras o la prestación de servicios correspondientes a su actividad principal, o a los agentes y comisionistas de aduanas cuando actúen en nombre y por cuenta de sus comitentes.

			
7. La subjetividad tributaria de los entes carentes de personalidad


			La personalidad jurídica es la capacidad para ser titular de derechos y obligaciones. Las personas físicas o naturales tienen personalidad jurídica cuando tengan forma humana y estén separadas del seno materno al menos durante veinticuatro horas (art. 30 Cc).

			La adquisición de la personalidad por las personas jurídicas se establece en el Código de Comercio, que en su artículo 119, dispone que toda compañía que haya hecho constar en escritura pública su constitución, pactos y condiciones y que las haya presentado para su inscripción en el registro mercantil adquirirá personalidad jjurídica y, por tanto, adquiere la condición de sujeto de derecho con plena capacidad jurídica.

			La LGT reconoce la capacidad de ser sujeto de derechos y de obligaciones, además, a entes carentes de personalidad en los términos indicados, y que no la tienen ni a efectos civiles ni mercantiles. Tal reconocimiento se regula en el artículo 35.4 LGT, según el cual «tendrán la consideración de obligados tributarios, en las Leyes que lo establezcan, las herencias yacentes, las comunidades de bienes y demás entidades que, carentes de responsabilidad jurídica, constituyan una unidad económica o un patrimonio separado susceptible de imposición».

			Son varios los tributos que reconocen a estos entes la condición de contribuyentes. Sirvan como ejemplos el IVA, el IBI o el IIVTNU.

			
8. La capacidad de obrar


			Una vez analizados en los apartados anteriores los distintos obligados que pueden concurrir en la relación jurídico-tributaria, resta comentar ahora algunas otras cuestiones esenciales sobre la capacidad de obrar ante la Administración Tributaria por sí mismo de un sujeto y a través de sus representantes.

			En el orden tributario se siguen las reglas generales del Derecho. La capacidad de obrar se define como la aptitud para realizar actos con eficacia jurídica que creen, modifiquen o extingan relaciones jurídicas, es decir, permite realizar de forma válida actos jurídicos, ejercitar derechos y asumir obligaciones.

			La LGT regula la capacidad de obrar en el artículo 44, que la reconoce a quienes la tengan conforme a derecho, quedando restringida solo por la minoría de edad o por una incapacitación judicial. No obstante, se admite la capacidad de obrar a los menores de edad e incapacitados en las relaciones tributarias que se deriven de actividades cuyo ejercicio les esté permitido por el ordenamiento jurídico sin asistencia de la persona que ejerza la patria potestad, tutela, curatela o defensa judicial.

			
9. La representación tributaria


			La representación es el poder que se le concede a una persona para actuar y decidir, si bien con ciertas limitaciones, en nombre y por cuenta de otra. Los artículos 45, 46 y 47 LGT, que siguen en este ámbito los criterios generales del Derecho Administrativo, prevén dos modalidades de representación: la legal y la voluntaria.

			En relación con la representación legal, el artículo 45 LGT dispone que:

			— por quienes carezcan de capacidad de obrar actuarán sus representantes legales;

			— por las personas jurídicas actuarán quienes ostenten la titularidad de los órganos a quienes corresponda su representación, ya sea por una disposición legal o por un acuerdo válidamente adoptado;

			— por los entes sin personalidad del artículo 35.4 LGT, se reconoce a quien actúe como representante siempre que lo acredite de forma fehaciente. En caso de que no se hubiese designado representante tendrá esa consideración quien ejerza la gestión o dirección, y en su defecto, cualquiera de sus miembros o partícipes.

			En relación con la representación voluntaria, el artículo 46 LGT prevé la posibilidad del obligado tributario para actuar ante la Administración a través de su representante, que podrá ser un asesor fiscal, con el que se entenderán las sucesivas actuaciones administrativas, salvo manifestación expresa en contrario por parte del representado.

			Si bien para los actos de mero trámite se presume concedida la representación, en determinados supuestos se debe acreditar por cualquier medio válido en Derecho que deje constancia fidedigna o mediante declaración en comparecencia personal del interesado ante el órgano administrativo competente. Son válidos a estos efectos los impresos normalizados que, en su caso, pueda facilitar la Administración Tributaria, la escritura notarial o el poder apud acta.

			Entre los supuestos que contempla el artículo 46 LGT, podemos citar:

			— La interposición de recursos o reclamaciones, y desistir de ellos.

			— Renunciar a derechos.

			— Asumir o reconocer obligaciones en nombre del representado.

			— Solicitar devoluciones de ingresos indebidos o reembolsos.

			— En el resto de los procedimientos en los que se requiera la firma del obligado tributario, en especial, los de aplicación de los tributos, los relativos a la potestad sancionadora y la revisión de actos fiscales.

			Si concurriesen varios titulares en una misma obligación tributaria, se presumirá otorgada la representación a cualquiera de ellos, salvo que se produzca manifestación expresa en contrario. Sin embargo, la liquidación que resulte de dichas actuaciones deberá ser notificada a todos los titulares de la obligación.

			La falta o insuficiencia del poder no impedirá que se tenga por realizado el acto de que se trate, siempre que se acompañe aquél o se subsane el defecto dentro del plazo de 10 días que deberá conceder al efecto el órgano administrativo competente.

			Por último, respecto a los obligados tributarios que no residan en España, el artículo 47 LGT requiere del no residente la obligación de nombrar un representante con domicilio en nuestro territorio a los efectos de sus relaciones con la Administración Tributaria.

			
VIII. EL DOMICILIO

			El domicilio fiscal es un atributo importante y necesario de la persona, en la medida que determina el lugar de localización del obligado tributario en sus relaciones con la Hacienda Pública. Así se expresa el artículo 48 LGT, señalando un domicilio diferente según se trate de personas físicas o jurídicas.

			En este sentido, para las personas físicas, el domicilio será el lugar donde tengan su residencia habitual. No obstante, para las personas físicas que desarrollen principalmente actividades económicas, la Administración Tributaria podrá considerar como domicilio fiscal el lugar donde esté efectivamente centralizada la gestión administrativa y la dirección de las actividades desarrolladas. Si no pudiera establecerse dicho lugar, prevalecerá aquel donde radique el mayor valor del inmovilizado en el que realicen las actividades económicas.

			Para las personas jurídicas, así como para las entidades carentes de personalidad jurídica a las que se refiere el artículo 35.4 LGT, el domicilio fiscal será el lugar del domicilio social, siempre que en el mismo se lleve a cabo la gestión administrativa y dirección del negocio. En otro caso, cuando no pueda determinarse el lugar del domicilio fiscal de acuerdo con los criterios anteriores prevalecerá el lugar donde radique el mayor valor del inmovilizado.

			En cuanto a los obligados tributarios no residentes en territorio español, hay que diferenciar si el no residente opera en España con o sin establecimiento permanente. En el primer caso, cuando la persona o entidad no residente en España opere mediante establecimiento permanente, el domicilio será el que resulte de aplicar a dicho establecimiento las reglas ya señaladas para las personas físicas y jurídicas. En el segundo caso, si la normativa reguladora de cada tributo no señala nada al respecto, el domicilio fiscal será el que expresa el artículo 47 LGT para el representante del no residente.

			Por último, hay que destacar que los obligados tributarios deben comunicar el domicilio fiscal y su cambio a la Administración Tributaria.

			
IX. LOS ELEMENTOS DE CUANTIFICACIÓN DE LAS OBLIGACIONES TRIBUTARIAS

			La realización del hecho imponible genera el nacimiento de la obligación tributaria, que consiste en una prestación pecuniaria a cargo del particular y a favor de la Hacienda Pública, con la finalidad esencial de satisfacer necesidades públicas. Para que tal prestación pueda cumplirse, se hace preciso cuantificar su importe, a lo que se denomina liquidación del tributo.

			Para liquidar el tributo es, por tanto, necesario que existan elementos que permitan cuantificar el importe de la obligación tributaria. Tales elementos son la base imponible, la base liquidable, el tipo de gravamen, la cuota y la deuda tributaria. Todos los elementos cuantificadores señalados forman parte de la estructura del tributo, y, por tanto, están dominados por el principio de legalidad (art. 8 LGT).

			Los elementos del tributo que se destinan a cuantificar el importe de la deuda tributaria pueden esquematizarse de la siguiente forma:

			
				
					
					
				
				
					
							
							ELEMENTO

							TRIBUTARIO

						
							
							CONCEPTO

						
					

				
				
					
							
							Base imponible

						
							
							Magnitud dineraria que valora o cuantifica el hecho imponible del tributo.

						
					

					
							
							– Reducciones

						
							
							Minoraciones de la base imponible. Sólo cuando la Ley propia de cada tributo las regule (IRPF o ISD).

						
					

					
							
							= Base liquidable

						
							
							Magnitud que resulta de aplicar las reducciones legales sobre la base imponible.

							Magnitud sobre la que se aplica el tipo de gravamen, salvo que no haya reducciones, en cuyo caso se aplicará sobre la base imponible (IS o IVA).

						
					

					
							
							× Tipo de Gravamen (TG)

						
							
							Porcentaje fijo (IS, IVA) o progresivo (IRPF) que determina la contribución del contribuyente al Ente Público.

						
					

					
							
							= Cuota íntegra

						
							
							Resultado de aplicar el TG a la base imponible o liquidable, según que haya o no reducciones sobre aquélla (IRPF, e IS o IVA, respectivamente).
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